Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 9 minutos) 


-La Comisión de Hacienda del Senado me concedió el honor de presidir esta Subcomisión que será la encargada de recibir a las 
delegaciones, y también nos fijó un régimen de trabajo en el cual los visitantes dispondrán de 10 a 15 minutos para exponer sus 
planteos con relación al Proyecto de Ley de Estabilidad Fiscal. 


En consecuencia, solicitamos a la delegación que nos visita brevedad, en virtud de que tenemos que cumplir estrictamente con la 
agenda de trabajo que, como dije, nos fijó la Comisión de Hacienda del Senado. 


SEÑOR ABDALA.- Soy representante del PIT-CNT y desde ya aclaro que voy a utilizar alrededor de 7 minutos para mi exposición. 


Hicimos esta solicitud conjunta con la Concertación para el Crecimiento, ámbito en el que estas organizaciones venimos 
trabajando, como es público y notorio, en pos de encontrar los caminos de salida a la crisis importante que tiene nuestro país y, al 
mismo tiempo, alumbrar las condiciones para generar, entre todos los actores políticos y sociales, la construcción consensuada de 
una estrategia de desarrollo productivo que, en el mediano y largo plazo sea capaz de lograr una mayor calidad de vida de nuestra 
población, anclada principalmente en el trabajo y en la producción nacional. 


Como ustedes saben, llevamos adelante, en forma conjunta, un acto el 16 de abril, en donde básicamente hablábamos de cinco 
ejes de perspectiva para salir de la crisis y construir un país mejor para la sociedad uruguaya, pensando en la necesidad de la 
reactivación del mercado interno; en políticas productivas y comerciales a los efectos de reactivar el sector exportador; en la 
necesidad de que en esta coyuntura bastante grave, se intente proteger a la actividad productiva nacional que sufre la competencia 
desleal de productos extrazona; y, también, en discutir la política de inserción internacional del país. Nosotros apostamos 
fuertemente al MERCOSUR como una plataforma que no sólo permite defender la soberanía del Uruguay, sino también generar 
negociaciones, en otras condiciones, con otros bloques regionales y discutir en conjunto, más allá de la crisis que viven nuestros 
países. 


Por último, creemos que hay que apuntar a un Estado eficaz y productivo, que en este sentido contribuya al desarrollo del país. 


Queremos decir que, lamentablemente, a partir del 16 de abril, el Poder Ejecutivo no ha querido recibirnos. El 30 de abril le 
enviamos una nota solicitándole una reunión conjunta con ambas organizaciones, pero no hemos tenido respuesta formal alguna. 
Asimismo, debemos informar que, entre otras acciones a desarrollar, hemos pedido una reunión con todos los Directorios de los 
partidos políticos, pero tampoco hemos recibido una respuesta. Particularmente, nos interesaba mantener una reunión primera con 
el Directorio del Partido Nacional, pero no se nos ha hecho llegar ninguna respuesta. 


Hoy -redondeo, para dar la palabra a nuestro colega de la Concertación para el Crecimiento- hemos venido a expresar nuestra 
posición radicalmente encontrada con el proyecto de ajuste fiscal que, según se ha difundido, presentaría el Poder Ejecutivo en 
estos días. Desde nuestro punto de vista, hay una relación entre el déficit fiscal estructural que tiene el país y la carencia 
acumulada durante mucho tiempo en la actividad del aparato productivo uruguayo. El tema es que el Estado ve menguado sus 
recursos por la paralización de la economía, y a nosotros no nos parece que se pueda solucionar el déficit fiscal estructural si no es 
a través de pensar en la reactivación productiva, y tenemos una batería de fundamentaciones en torno a ello. Durante los noventa, 
aquí hubo una apertura comercial indiscriminada que dañó al aparato productivo. Cuando se produjo la devaluación en Brasil se 
pensó que la inflación allí iba a compensar esa devaluación; pero ello no sucedió y dio lugar a un primer nivel de deterioro en la 
competitividad de la productividad uruguaya. Luego se suceden los hechos en Argentina que, por tener una economía simétrica a la 
nuestra -prácticamente producimos las mismas cosas- afectaron mucho más el panorama uruguayo. 


Por otro lado, hay un gasto público cuyo porcentaje de gasto tiene mucho que ver con cosas en las que es difícil aplicar una 
reducción y, además, nosotros estamos en contra de que disminuyan, por ejemplo, las inversiones necesarias del Estado, los 
salarios de los trabajadores y sus niveles de ingreso. Además, como producto de toda esta crisis, se gasta más con el envío al 
seguro de paro de la gente cuando, en general, se recibe menos. 


En ese cuadro, era lógico para nosotros que una crisis iniciada en el aparato productivo iba a rebotar en el sistema financiero, 
donde hoy tenemos una grave situación, que puede generar un colapso que signifique un efecto dominó hacia atrás, liquidando o 
perjudicando aún más lo que queda de nuestro alicaído aparato productivo. 


De todas maneras, nos parece que esta iniciativa no debe ser aprobada, y lo decimos con claridad. Aquí hay una política tributaria 
abiertamente regresiva y solamente se le cobran impuestos a los asalariados. Además de tratarse de una medida regresiva en 
cuanto a la forma en que el Estado realiza sus ingresos, es abiertamente recesiva con respecto al aparato productivo, ya que si la 
gente tiene menos dinero para gastar, la crisis también lo afecta y, principalmente, llega a las empresas vinculadas al mercado 
interno. Es decir que no se genera ninguna medida que tenga que ver con el trabajo y la producción, ni se plantea una salida en 
ese sentido. 


En cuanto a la reducción del gasto, creemos que se puede discutir cómo lograr un Estado más eficiente, que gaste menos en 
algunas cuestiones, que no son las que se han tenido en cuenta, desde nuestro punto de vista, en esta iniciativa. Como movimiento 
sindical, estamos dispuestos a discutir cómo por un lado se gasta menos en algunas cosas que tienen que ver con el tipo de 
configuración concreta que ha tenido el Estado, a la vez que existen otros aspectos que pueden ser mejorados a nivel de la 
gestión, siempre pensando en un Estado al servicio de la satisfacción de las necesidades de la población y del aparato productivo. 
Entonces, ¿cuál es el asunto concreto? Que los actores sociales no han tenido ningún ámbito para sentarse a discutir y generar 


políticas de Estado de consenso para salir de esta crisis creando otra dinámica diferente. Para nosotros, eso es lo peor de todo. 
Por eso, básicamente, nuestro planteo es que se discuta la salida de la crisis, que no se tomen estas medidas y que no se afecte 
nuevamente el alicaído ingreso de toda la masa salarial. Estamos de acuerdo con que se discuta una reducción del gasto público 
sobre otras bases, es decir, de trabajo y de un Estado eficiente y eficaz para la sociedad uruguaya. Pensamos que parte de lo que 
se ahorre reduciendo el gasto público debe ser invertido en trabajo y producción nacional, a fin de poder salir de esta crisis. 


¿Cuál es el problema que debemos enfrentar? Con mucha franqueza, decimos que vamos a tener que encontrar alguna forma de 
interlocución, deliberación y diálogo superior entre el sistema político -el Poder Ejecutivo y todos los sectores parlamentarios- y las 
organizaciones sociales, para hallar una salida a la crisis; el drama es de tal magnitud que no nos podemos dar el lujo de no invertir 
rápidamente en alguna instancia de diálogo que contribuya a las soluciones tan necesarias. Lamentablemente, con total franqueza, 
debemos decir que hasta ahora no hemos tenido ningún tipo de señal ni de respuestas en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley que estamos discutiendo se denomina de estabilidad fiscal y está en discusión en esta 
Comisión del Senado, por lo que posiblemente sea analizado en el Plenario en el correr de los próximos días. 


Lamentablemente, tenemos un esquema de trabajo muy limitado, por lo que rápidamente cedemos el uso de la palabra al 
representante de la Concertación para el Crecimiento. 


SEÑOR VILLAR.- En mi calidad de Presidente de AMYPE, institución que forma parte de la Concertación para el Crecimiento, voy 
a hacer uso de la palabra como una especie de vocero improvisado, porque esta reunión surgió al borde de las 11 de la mañana de 
hoy. Sinceramente, más allá de lo que individual y colectivamente hemos venido haciendo sobre el proyecto de ley de estabilidad 
fiscal, no habíamos previsto una exposición más elaborada. 


De todas maneras, no compartimos la concepción del proyecto de ley. Para dar una visión, si se quiere, un poco telegráfica, 
decimos que las dos medidas que hacen al IRP y al aumento del IRIC, impactan negativamente en el menguado mercado interno 
que tenemos. Sabemos que nuestro mercado interno es chico pero, a nuestro entender, es una de las pocas alternativas, en la 
coyuntura actual, que deberíamos impulsar, fomentar y reactivar, para tratar de buscar paliativos en lo inmediato a la grave crisis 
por la que estamos atravesando. Por otro lado, pensamos que esto no sólo va a significar una merma en lo que hace a las 
retribuciones personales, sino que va a tener un impacto inmediato en toda la actividad comercial y productiva del país. De alguna 
forma -y esta es la otra gran preocupación que tiene la Concertación para el Crecimiento- pensamos que esto tampoco va a dar los 
frutos que se estiman porque no hay una ecuación directa en lo que se intenta gravar. Al producirse una merma en la actividad 
económica, que es el impacto recesivo que vemos, va a existir un impacto menguado en lo que hace a la recaudación. 


En lo que tiene que ver con el IVA al transporte y a OSE, también incluimos el tema en ese afán únicamente recaudatorio que se le 
atribuye a la línea del Poder Ejecutivo. Ello nos preocupa porque, de alguna manera, desde el mes de febrero hemos tenido un 
ajuste fiscal que, si se quiere, fue de una magnitud más importante que el de estabilidad fiscal y tampoco se han visto resultados 
favorables. 


Nuestra preocupación responde, fundamentalmente, a que no vemos dos elementos que, a nuestro entender, tendrían que estar 
presentes. No observamos, por parte del Poder Ejecutivo, una preocupación de lo que es importante, como favorecer y fomentar el 
crecimiento de nuestra economía. Sin crecimiento no vamos a tener reactivación ni la recuperación del grado de inversión, el que 
se ha considerado mucho el año pasado y en años anteriores. Pensamos que esa ecuación está absolutamente ligada al 
crecimiento y al desarrollo, pero en estos dos años y medio, en todos los paquetes, tanto en el de responsabilidad fiscal como en 
éste, no hemos visto medidas que apunten al aumento de la actividad económica que, a nuestro entender, es el camino que 
tenemos que recorrer para llegar a una solución. Constatamos este hecho con absoluta preocupación. 


Por otro lado, y retomando la línea de razonamiento de mi compañero Abdala en el final de su intervención, entendemos que aquí 
hay dos grandes corporaciones -la Concertación para el Crecimiento y el PIT-CNT- que buscan un denominador común en un 
planteo estratégico también común. Me refiero a la búsqueda de una interlocución y articulación con el sistema político. Vemos con 
preocupación el bloqueo actual que existe en el sistema político, aun cuando se está intentando establecer contactos en ese 
ámbito, a nuestro entender, sin la presencia de las organizaciones sociales, empresariales y sindicales, que han demostrado 
vocación de diálogo y de poner el hombro. Sabemos que esta es una situación difícil y complicada porque no sólo tenemos 
problemas internos, sino también regionales y de globalización. Entonces, como entendemos que la situación es compleja, hace 
unos meses hemos ofrecido nuestro apoyo y nuestra voluntad de trabajo. Sin embargo, observamos que no se ha instalado un 
diálogo a nivel del sistema político, y más difícil aún será que lo haga teniendo en cuenta a las organizaciones sociales. Nos 
sentimos avasallados, atropellados, cuando en esta semana se está intentando sacar un proyecto de ley de estabilidad fiscal que 
entendemos es absolutamente recesivo y regresivo, y se quiere hacer casi con "forceps". No entendemos esta actitud, porque se 
está actuando a contrapelo de las grandes mayorías nacionales, que no tienen otra vocación que buscar la solución a un problema 
que entendemos como colectivo. 


Decimos a todas voces que no compartimos la concepción del proyecto de estabilidad fiscal, sus instrumentos ni los beneficios que 
se van a obtener, porque no se va a alcanzar lo que se ha propuesto. Entonces, como está faltando la parte que apunta al fomento 
de la reactivación, al crecimiento y al desarrollo, pensamos que seguimos atendiendo a nivel nacional los problemas acuciantes, 
urgentes, pero en ningún momento estamos intentando siquiera solucionar los temas importantes que tiene el país. 


El otro aspecto que queremos resaltar es que esto se está haciendo, si se quiere, atropellando a las grandes mayorías, sobre todo 
a organizaciones que han demostrado vocación de trabajo y capacidad de hacer propuestas. A pesar de ello, ni el Poder Ejecutivo 
ni el resto del sistema político las han tenido en cuenta. Entonces, nos queda solamente el padecimiento y el soportar estos ajustes 
tras ajustes. Es claro que nuestra realidad individual y colectiva está cada vez más cerca del abismo, y estos son pequeños 
empujoncitos que nos están acercando al borde. Oímos con preocupación al señor Senador Atchugarry cuando dice que si no 
tomamos estas medidas, llegaremos al "default" o a la situación argentina. Nos quedamos profundamente preocupados cuando 
escuchamos esto, porque ya sea lo que aquí se propone, el "default" o la situación argentina, pensamos que lo podemos prevenir. 
Si bien podemos llegar a una situación compleja, todas las fuerzas políticas y sociales nacionales tenemos que estar unidas; esa 
será la única forma racional de poder manejarla. 


Entonces, el sistema político ni el Poder Ejecutivo pueden actuar de espaldas a esta concertación y a estos movimientos 
empresariales, sociales y sindicales que están poniendo arriba de la mesa temas concretos. Digo esto porque estamos dispuestos 
a discutir una reforma del Estado o una disminución del gasto, pero en la situación que estamos no podemos quedarnos tranquilos 
cuando se dice que se va a rebajar el número de celulares o la cantidad de vehículos oficiales; las soluciones nacionales pasan por 
otro lado. Esas cosas hay que hacerlas sin oficializarlas; simplemente, hay que realizarlas. No puede ser que hoy estemos 
atendiendo a los ratones y se nos estén escapando los elefantes. 


Esta es la percepción que tenemos de cómo se está actuando y administrando este país. Lo decimos con todo respeto, pero sin 
dejar de manifestar nuestra preocupación por la situación general del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las delegaciones de la Concertación para el Crecimiento y del PIT-CNT. 
Lamentablemente, el tiempo que fijó la Comisión llegó a su término. De todas formas, creo que quedó clara la visión que tienen 
sobre esta iniciativa. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Concertación para el Crecimiento y del PIT-CNT) 
(Ingresa a Sala la delegación de ANETRA) 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Subcomisión de Hacienda tiene el agrado de recibir a los señores representantes de ANETRA. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Antes que nada, quiero agradecer a la Comisión por habernos recibido. Además, deseo pedir disculpas porque 
nuestro asesor no ha podido concurrir, ya que se encuentra en estos momentos en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
planteando el mismo tema por el cual hemos solicitado audiencia a esta Subcomisión. 


El principal motivo que nos trae a este ámbito es lo referente al proyecto de ley para implantar el IVA en el transporte. Tal como 
está, nuestra institución no lo acepta porque encarecería el pasaje de una forma imponente. Fíjense los señores Senadores que ya 
estamos analizando una suba del 6% de las tarifas como consecuencia de los dos incrementos del precio del gasoil y el registro de 
variación de la moneda. Si además se aplicara el IVA, estaríamos en el orden del 20% y la gente no lo soportaría más. 
Sinceramente, ya estamos en el límite; no se resiste otra suba de tarifas porque esto trae como consecuencia, además, la 
fluctuación de la ocupación. Si suben las tarifas, cada vez viaja menos gente porque no puede pagar el aumento, y eso realmente 
nos preocupa. 


Hemos estudiado otras alternativas, y si los señores Senadores lo creen conveniente, podemos hacer una referencia al margen. 
Precisamente, nuestra Asociación ha realizado un estudio, que queríamos hacer llegar a los señores Senadores, para que ese 
impacto no repercutiera finalmente en el usuario. Hemos estado analizando la posibilidad de que, en caso de aplicarse el IVA, éste 
pase al gasoil, porque tiene un margen enorme con respecto a los demás combustibles. Se trata de un caso prácticamente único 
en Latinoamérica. 


Como saben los señores Senadores, tenemos un marco de informales que oscila en el 20% del consumo de los 984.000 metros 
cúbicos de gasoil por año. También andan en ese eje todos aquellos que tienen autos y camionetas diesel. Si el Gobierno necesita 
este impuesto para funcionar, estamos de acuerdo en buscar soluciones alternativas, pero no creemos que sea el pasajero común 
quien tenga que pagarlo. Repito que estamos haciendo un estudio, que creemos que es viable, y que ese impuesto debe pagarlo 
quien hoy está gozando del beneficio del gasoil barato. 


SEÑOR CHAINCA.- Ratifico lo que ha dicho el señor Presidente de ANETRA, en el sentido de que nuestra mayor preocupación es, 
precisamente, que no haya un incremento de las tarifas. Este proyecto de ley, tal como está redactado, va a influir directamente en 
el costo de las tarifas. Tenemos un descuento por concepto de IVA por compra de entre un 2,5% y hasta un 3% como máximo. 
Nuestros componentes más importantes son la mano de obra y el combustible. Por lo tanto, ya tenemos fijado un aumento del 6% 
para los próximos días. El aumento del 11% nos lleva a un 17%, y con otro nos iríamos a un 20%. Las empresas 
interdepartamentales ya tienen una retracción muy importante y están haciendo convenios con el Banco de Previsión Social y con 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, porque hoy no pueden pagar puntualmente sus obligaciones. Esta afectación por el 
tema del IVA implicaría una retracción en la venta de pasajes, menor recaudación y menos posibilidades de ingresos para el 
Estado. Las empresas del transporte y los usuarios ya tienen una carga muy importante. Nuestro sector, el interdepartamental, es 
el único que queda, de todo el transporte, haciendo aportes al Banco de Previsión Social. Tenemos un aumento del 5% de los 
ingresos brutos que impacta de manera importante. Por lo tanto, creemos que esta medida va a afectar seriamente al sector, que 
ya está con serios problemas. 


Como decía el señor Presidente, ya estamos estudiando alternativas, que nuestro asesor está planteando en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, de modo que permitan una solución de recaudación para el Estado, pero que a su vez no impacten 
directamente en el usuario, en la tarifa, porque si no, nos vamos a ver en serios inconvenientes. 


Por otra parte, como bien se decía, el sector informal del transporte es cada vez mayor. Las camionetas que vienen del interior 
trayendo pasajeros sin pagar ningún tipo de impuesto, ni pagar al Banco de Previsión Social, con tarifas diferenciales en los peajes, 
nos hacen una mella muy grande. Además, la brecha de precios se va a incrementar con este aumento. Por lo tanto, el mayor 
beneficiado va a ser el sector informal, que hoy no aporta y compite con nosotros, que tenemos líneas regulares concedidas por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Lo hacen con una camioneta que fue importada en su momento por medio de "leasing" o 
con el aval de la Corporación Nacional para el Desarrollo, sin pagar impuestos. Eso está destruyendo nuestro sistema de 
transporte. De no revertirse esta situación, pensamos que rápidamente éste va a colapsar a nivel interdepartamental en muy corto 
plazo. Por eso es que nuestro llamado consiste en que en estas condiciones no podemos aceptar la implantación del IVA, pero sí 
estamos buscando soluciones alternativas que permitan un mejor efecto que el que pueda tener esta medida en la recaudación del 
Estado, sin afectar directamente a un sector como el nuestro, que se va a ver muy dañado. 


SEÑOR DE BOISMENU..- Si no escuché mal, el IVA por compra está en el entorno del 2% del ingreso bruto. Quisiera saber si por 
casualidad tienen idea de cuánto corresponde el gasto de combustible al ingreso bruto. 


SEÑOR CHAINCA.- Estamos aproximadamente en un 40% de mano de obra y entre un 20% y 30% -no tengo los números 
exactos- es consumo de combustible de la composición de la paramétrica. 


Como decía, dentro de las propuestas alternativas que estamos estudiando y terminando de afinar está, precisamente, el cambio 
del IMESI por gasoil dentro del precio, como para poder llegar a disminuir el impacto que tendría sobre la tarifa, e incluso con un 
incremento del valor del gasoil, que llevara a beneficiar al transporte público por sobre el particular, que cada vez más está 
cambiándose al gasoil como combustible. Esto va en perjuicio del sistema público de transporte. Asimismo, se plantea alguna 
medida en el sentido que la propia estación fuera agente de retención o de percepción de un alto porcentaje de ese IVA. Reitero 
que son medidas que está analizando nuestro asesor contable en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. De pronto, en las 
próximas horas podemos tener un panorama más detallado. Aspirábamos a que él pudiera concurrir con nosotros a esta Comisión, 
pero la reunión en el Ministerio se ha extendido un poco más de lo previsto y por eso no ha asistido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Subcomisión tiene un régimen de trabajo muy apretado, por lo que agradece la presencia a los 
representantes de ANETRA. 


SEÑOR NUÑEZ.- Si los señores Senadores están de acuerdo, en la tarde de hoy les haremos llegar el estudio que está 
confeccionando nuestro contador, quien, lamentablemente, no pudo concurrir a esta sesión porque estaba reunido con el señor 
Ministro de Transporte y Obras Públicas. Luego de eso, tenía una entrevista en el Ministerio de Economía y Finanzas con el fin de 
ilustrar la problemática que estamos viviendo. 


Debo aclarar que no pensamos tener la solución del problema en nuestras manos, pero sí queremos colaborar para que este peso 
que recae sobre la ciudadanía esté repartido. No deseamos que sólo lo soporte el pasajero. Si esto se llega a aplicar, en lugar de 
18 ó 20 pasajeros, tendremos muchos menos. Como los señores Senadores saben, en los medios de transporte formal de 
pasajeros los maestros tienen un 50% de descuento, los estudiantes un 20%, la policía y los enfermos no pagan, y los 
acompañantes de estos últimos abonan un 50%. La paramétrica está calculada para un 65% de ocupación, pero hoy día ninguna 
empresa de transporte llega a ese porcentaje; las que tienen entre 50% y 55% de promedio, ya pueden considerar que están bien. 


Además de la menguada clientela que tenemos, no dudamos que el pasajero no podrá pagar un aumento de un 20%. Eso es 
impensable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto, recibiremos la copia del memorándum que nos prometieron. 
Agradecemos la presencia de los representantes de ANETRA. 

(Se retiran de Sala los representantes de ANETRA) 

(Ingresan a Sala los representantes de la Comisión de Usuarios de Agua 

de la Costa del departamento de Maldonado) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los delegados de la Comisión de Usuarios de Agua de la Costa del 
departamento de Maldonado, quienes han solicitado ser recibidos a fin de presentar su problemática ante este Cuerpo. 


SEÑOR BENECH.- El señor Luis García y quien habla, estamos aquí en representación de los vecinos al este del Arroyo 
Maldonado. 


Se trata de un conjunto de usuarios que tenemos graves problemas ocasionados por la situación que a continuación voy a relatar. 


Me voy a permitir dar a los señores Senadores copia de un repartido en el que se explica el problema que vivimos los usuarios de 
Agua de la Costa. También se adjuntan dos fotocopias del recibo de agua de una misma vivienda. Como se puede observar, el 
cargo fijo varía todos los meses de acuerdo al valor del dólar o al IPC. Por tanto, entre una factura de febrero y otra de marzo - 
podría haber traído las de todo un año- se puede ver la diferencia de lo que se paga por cargo fijo, suma que es disparatada y 
distinta al cargo variable. Por ejemplo, en una factura de $ 631, $ 570 corresponde a cargo fijo y $ 59 a cargo variable, es decir, el 
consumo. 


Se maneja la idea de agregar el IVA al consumo de agua, y nosotros somos, en el Uruguay, los únicos usuarios que tenemos un 
valor que no tiene nada que ver con el que pagan los clientes de OSE o de otras empresas como, por ejemplo, URAGUA en el 
resto del departamento de Maldonado. En realidad, no corresponde que pidamos una exoneración del IVA. Lo que queremos es 
que las tarifas de la empresa Agua de la Costa sean razonables y equivalentes a las que se pagan en el resto del país. Hace 8 
años que estamos luchando por esto. Esta empresa empezó a facturar el agua en marzo de 1994, pero hasta la fecha no se ha 
brindado ninguna solución. He hablado con Directores de OSE de distintos períodos y me han dicho que, si bien reconocían la 
necesidad de encontrar una solución, no sabían cómo hacerlo. Cuando se hizo la concesión, se aprobó un contrato en el que no se 
pusieron límites a las tarifas. Se hizo una obra pública de, aproximadamente, U$S 10:000.000 o U$S 12:000.000, y tenemos que 
pagarla entre 1.800 ó 2.000 usuarios. Por eso, debemos pagar una tarifa que no tiene relación con las que se abonan en el resto 
del país. 


SEÑOR GARCIA.- Agradezco a los señores Senadores por habernos recibido en el día de hoy. 


Debo aclarar que soy Presidente de la Liga de Fomento de Manantiales y, junto con un grupo de empresarios y vecinos de la zona, 
desde la Barra hasta José Ignacio, hemos planteado este tema en distintos ámbitos. Pensamos que los señores Senadores están 
enterados del tema, puesto que ya es de público conocimiento. 


El 13 de diciembre de 1992, se realizó un plebiscito a fin de consultar si se privatizaban o no los servicios públicos, y el resultado 
fue negativo. Casualmente, el viernes antes, el día 11 de diciembre, el Directorio de OSE otorgó la concesión a una compañía 
privada, sabiendo -relatamos esta historia porque nos parece ilustrativa- que el resultado sería contrario a la privatización. Así, se 
otorgó la concesión y quedó en suspenso dos días después. El 26 de abril de 1993, el entonces Presidente de la República envió al 


Parlamento, a través del Presidente de la Asamblea General, una consulta sobre qué hacer con esta concesión. Fue así que el 
Cuerpo legislativo en su conjunto -ustedes- votó la Ley N* 16.361 que afirmó la concesión a la empresa Agua de la Costa. 


Desde ese momento hemos estado penando con este problema que significó, ni más ni menos, multiplicar por diez los pagos de 
agua y saneamiento en aquella zona, desde la Barra hasta José Ignacio, con respecto al resto de la República. Concretamente, se 
cambió la estructura tarifaria. Como indica la factura que trajo el señor Benech, una casa cerrada paga por agua $ 571, mientras 
que en todo el país se abona $ 40. En el resto del departamento de Maldonado -donde antes operaba la OSE y solamente se había 
otorgado una concesión desde la Barra hasta José Ignacio- que es atendido por URAGUA, se pagan los mismos $ 40 mientras 
nosotros, reitero, debemos abonar $ 571 por tener la canilla cerrada. 


Por este motivo pensamos que esto refleja una injusticia y una situación de desigualdad frente a la que dispone la ley. Es así que lo 
hemos planteado en todos los estrados y esta es una oportunidad más de analizar el problema que se originaría como 
consecuencia de los recargos de IVA que, al aplicarse a estas tarifas, incrementarían sensiblemente el precio. Es por ello, 
entonces, que hemos solicitado este ámbito de conversación con los señores Senadores para señalar, una vez más, que tenemos 
un problema. 


Sin duda, el sistema político, con un sentido positivo, quiso contribuir a una solución en aquella área pero, si bien se logró que la 
calidad del agua fuera buena y gocemos de los servicios de saneamiento, realmente, aunque sin quererlo, nos puso en un brete del 
cual queremos salir, y pedimos ayuda para ello. Hoy, que los servicios son privados tanto en Punta del Este como en el resto del 
departamento de Maldonado, no tiene sentido que en La Barra se pague diez veces más que lo que se paga, por ejemplo, en Punta 
del Este. La multiplicación del IVA, aumentaría la desgracia que hoy tenemos. Por este motivo y puesto este tema encima de la 
mesa, hemos solicitado a las Obras Sanitarias del Estado y a los Legisladores, como cuerpo político, que nos ayuden a encontrar 
una solución a este problema, pues pensamos que es razonable que en un mismo departamento se pague una sola estructura 
tarifaria; sin duda, la gente de Punta del Este no va a querer pagar lo que pagamos en La Barra. Entonces, siendo La Barra la única 
excepción de toda la República, nos parece razonable que pague lo mismo que el resto del país. Cabe agregar que hemos traído el 
comprobante de una factura del mes de febrero en donde figura que de cargo fijo se pagan $ 570, cuando en Punta del Este, repito, 
se paga por el mismo concepto $ 50. 


En definitiva, solicitamos el esfuerzo de los señores Senadores para que nos ayuden a encontrar la solución que tanto 
necesitamos. 


En lo que me es personal, administro un emprendimiento denominado "Terrazas de Manantiales", ubicado en el balneario del 
mismo nombre. Los usuarios de este lugar, haciendo valer el derecho de suspender los servicios, uno a uno han ido haciendo lo 
propio y, precisamente, aquí tenemos una solicitud para desvincularse de Aguas de la Costa firmada por el señor Franco Livini. 
Esto puede hacerse en virtud de que no existe una ley de sanción por no estar conectado a la red, aunque, si no me equivoco, el 
sistema político está buscando la posibilidad de que eso sea obligatorio. Este señor que mencioné no quiere seguir pagando diez 
veces más que lo que pagan sus amigos en Punta del Este y por ello ha decidido suspender sus servicios. Quiero aclarar que esto 
no lo ha hecho en forma caprichosa, sino que fue resuelto en sucesivas reuniones de propietarios realizadas en enero de este año. 
En esa instancia los usuarios decidieron no pagar a la compañía y mantener los puestos de trabajo de las mucamas y de los 
jardineros. Pero además se consideró que esto era un absurdo, sobre todo, cuando sus amigos, del otro lado del puente de La 
Barra, reitero, pagan diez veces menos. 


Entonces, aun cuando el espíritu de los Legisladores fue buscar una solución para el área, si todos los usuarios se desvinculan, 
vamos a tener un problema sanitario grande. Cabe agregar que el arroyo de Maldonado, dentro de ese departamento, es un área 
turística muy especial y muy privilegiada por la naturaleza. Allí existen inversiones importantísimas que se verían afectadas por esta 
estructura tarifaria. Dicho de otro modo, si se grava con el IVA este cargo fijo, sin duda, la morosidad que hoy tiene la Compañía de 
Aguas de la Costa va a ser mayor. Téngase en cuenta que hoy es altísima, pero no porque los vecinos y los argentinos no quieran 
pagar porque, a pesar de que están atravesando un momento muy grave, para la suerte de Punta del Este y del país, 
precisamente, los ciudadanos argentinos están contribuyendo debidamente y girando el dinero para pagar sus obligaciones y 
demás. 


Por todo lo expuesto, nos parece que es innecesario que se incremente en un 20% esta tarifa que ya en sí misma es gravosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de usuarios de Agua de la Costa y el planteamiento que nos 
han formulado. 


(Se retira de Sala la delegación de usuarios de Agua de la Costa) 
(Ingresa a Sala la delegación representante de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, 
que asiste para referirse al proyecto de ley de estabilidad fiscal. 


Antes de cederles el uso de la palabra, debemos advertirles que, lamentablemente, no podrán hacer una exposición de más de 
diez minutos, porque esta es una Subcomisión y su régimen de trabajo fue fijado de esa manera por la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR MORALES.- En principio, quiero presentarme y decirle a los señores Senadores que soy Secretario General de la 
Coordinadora y que me acompañan delegados de diversas asociaciones del departamento de Montevideo, integrantes de la 
Coordinadora. 


Esta entrevista la solicitamos el viernes pasado y no sabíamos que íbamos a poder asistir tan rápidamente. Por ello, no trajimos un 
documento escrito, salvo la solicitud de entrevista. No obstante, podemos decir que tenemos argumentos de sobra para reclamar a 
la Comisión de Hacienda que nos escuche y, a través de ella, a la Cámara de Senadores. Solicitamos que nos escuchen porque, el 
señor Presidente de la República, en su mensaje del domingo 12 nos pidió a los uruguayos que hiciéramos un sacrificio. Nosotros 
decimos ante esta Comisión que los jubilados y pensionistas del Uruguay, -junto a todo nuestro pueblo- representa un sector muy 
sensible que ya no puede hacer más sacrificios. Ya los hicimos todos. Dejamos una vida de trabajo al servicio del país, de 25, 30, 


40 y más años y luego nos acogimos a los beneficios jubilatorios. Hasta hace un tiempo eso era un orgullo de nuestro país pero, 
desgraciadamente, después de la Ley N* 16.713 ese orgullo se convirtió en dolor y en sacrificio. Por eso decimos que hemos hecho 
todos los sacrificios. 


Por otro lado, tenemos pasividades miserables. Tenemos un cuadro donde queda demostrado que 153.560 jubilados y 137.241 
pensionistas ganan hasta cinco salarios mínimos. Cabe recordar que las jubilaciones tienen topes, o sea, son muy poquitos los 
pasivos que ganan más de siete salarios mínimos. Hay que recordar también que la Canasta Básica Familiar elaborada por el 
Instituto Nacional de Estadística -que depende de la Presidencia de la República- estableció que el costo de vida se sitúa en los $ 
17.700 y pico. Esto demuestra que en miles de casos no se llega ni a la cuarta, ni a la quinta parte. Podemos agregar, por ejemplo, 
que 93.600 jubilados y pensionistas ganan menos de dos salarios mínimos. 


Entonces, con respecto al salario -podría explayarme sobre este tema, pero no tenemos mucho tiempo- no podemos hacer más 
sacrificios; ya los hicimos todos. 


Las jubilaciones y pensiones ya miserables, se van depreciando mes a mes y año a año, porque a pesar de la conquista que 
logramos hace algunos años en el sentido de que nuestros ajustes tuvieran la misma periodicidad de aumento que la de los 
funcionarios públicos, como a éstos se les rebaja el sueldo prácticamente en cada ajuste salarial -antes los aumentos eran cada 
cuatro meses, luego fueron cada seis meses y ahora se realizan en forma anual- nuestras pasividades han perdido cada vez más 
valor. 


Actualmente no podemos satisfacer nuestras necesidades básicas: no podemos atender la alimentación, la salud ni la vivienda. Los 
jubilados y pensionistas son parias en este país. Mucha de la gente que ustedes ven durmiendo tirada en las calles son jubilados y 
pensionistas, igual que la que vive en cantegriles y ranchos que dan lástima. Y aún así se nos pide sacrificios. ¿Les parece que eso 
no es sacrificio? 


Con nuestras menguadas pasividades estamos pagando la mutualista de aquellos jubilados que perciben menos de dos salarios 
mínimos que alcanzan a 49.015 personas, sacrificio que desgraciadamente no sirve para nada porque, para quien gana esa 
cantidad, más que el recibo de mutualista habría que gestionarle el certificado de defunción. De todos modos hacemos ese 
sacrificio y les pagamos la mutualista a los compañeros que cobran menos de dos salarios mínimos. 


Se nos ha venido descontando el IRP para los jubilados y pensionistas que tenía como destino la construcción de viviendas para 
este sector. Por este concepto se han recaudado millones y millones de dólares y hasta ahora solamente se han construido 6.000 
viviendas, mientras que desde el año 2000 no se ha terminado ninguna. ¿Adonde fue el IRP que le han descontado a los jubilados 
y pensionistas? 


Se puede comprobar que en los días de cobro se moviliza el mercado interno en la zona, porque como en este país no hay trabajo 
y nuestros hijos y nuestros nietos, están desempleados, es cuando cobran los jubilados que algunos comercios de barrio pueden 
tener algún movimiento. ¿Quieren otro sacrificio? Mantenemos a nuestras familias; mantenemos a nuestra compañera, pero 
también a nuestros hijos y nietos que no tienen trabajo. Esta es una situación que se da en miles de casos y también constituye un 
sacrificio que el jubilado hace por la familia, pero también por el país. 


Señores Senadores: nosotros no generamos esta crisis entonces, ¿cómo el señor Presidente de la República y varios de sus 
correligionarios y de los integrantes de la coalición de Gobierno nos pueden pedir que hagamos sacrificios porque el país está en 
crisis? Reitero que no generamos esta crisis; por el contrario, somos sus víctimas, ya que no podemos satisfacer siquiera nuestras 
necesidades básicas. Entonces, no se nos puede pedir que hagamos frente a esta crisis. No podemos y no queremos hacer frente 
a esta crisis. Reclamamos que quienes enfrenten la crisis sean, en primer lugar, quienes la generaron y, en segundo término, 
aquéllos que a través de los modelos económicos que se vienen aplicando desde hace decenas de años en el país se han 
enriquecido. Estamos hablando de los integrantes del sistema financiero, de las poderosas patronales de los centros de trabajo que 
aún quedan en el país, de los supermercadistas, de los dueños de las AFAPs y de las tarjetas de crédito, así como de toda esa 
gente que no está en crisis. Es mentira que la crisis es de todos; la crisis es de los jubilados y pensionistas y de la gente que vive 
de su trabajo. Para los demás, en todo caso, la crisis no significa lo mismo que para nosotros: comer menos y perder cada vez más 
calidad de vida. 


Por lo tanto, le pedimos a la Comisión que trasmita al Plenario nuestros reclamos y la posición de que no estamos en condiciones 
ni queremos hacer más sacrificios. Sabemos que forman parte de una Subcomisión y que algún señor Senador se encuentra aquí 
en forma voluntaria para escucharnos y, con mucho respeto pero con total firmeza, les decimos que somos alrededor de 700.000 
jubilados y pensionistas de este país que vamos a estar muy atentos a la conducta de cada uno de los Partidos políticos con 
respecto a este tema. Vamos a informar a lo largo y ancho del país la conducta de cada señor Senador y representante nacional 
cuando este proyecto de ley se trate en ambas Cámaras. 


Ahora se quiere ahorrar a costa de los jubilados. Tenemos un dato para que puedan ahorrar: se están pagando más de U$S 2 por 
cada recibo que se paga fuera del BPS. Hagan la cuenta de lo que esto significa en un total de 700.000 jubilados y pensionistas. 
¡Cuánto se ahorraría si los pagos volvieran al BPS! Además, este hecho conlleva otro sacrificio que son las largas colas que se 
producen en las sucursales del Banco de la República y de los locales de Abitab cuando se pagan las jubilaciones. Allí deben 
concurrir los que fueron echados de la Casa grande del BPS. En esos momentos los compañeros se caen en las colas debido a la 
edad y a que deben sufrir las inclemencias del tiempo. Se puede ahorrar volviendo los pagos al BPS y haciendo que esos U$S 2 
por persona queden en el Organismo. 


También se puede ahorrar a través de la reestatización de todos los servicios que prestaba el BPS y que se han regalado al mejor 
postor. 


Para finalizar, porque somos respetuosos de los tiempos que se nos conceden, queremos agradecerles que nos hayan invitado y 
volvemos a repetirles que los jubilados y pensionistas no podemos ni queremos hacer más sacrificios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas su presencia en esta Comisión, pero, 
lamentablemente, esta reunión debería haber finalizado a la hora 16 y no tenemos más tiempo para escucharlos. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 14 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


